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XVI Asamblea General de Ministros y Autoridades Máximas de América Latina y el Caribe y del XII Foro Iberoamericano 

El  Derecho a la Ciudad como Respuesta Estratégica a la Exclusión Social y a la Segregación Espacial 

Brasília, 03/10/2007

I - Breve Panorama de las Desigualdades Sociales y Espaciales en las Ciudades de América Latina y el Caribe

América Latina y el Caribe presentan un grado elevado de desigualdad social, no solamente en lo que se refiere a la distribución de renta, sino también en los aspectos relativos a la educación, salud,  vivienda, servicios públicos, trabajo, tratamiento policial y judicial y participación política.
 Históricamente ningún factor aislado contribuyó tanto a esta desigualdad como la distribución desigual de las tierras.
 La mayor parte de los países latinoamericanos todavía posee altos índices de concentración de tierras, siendo este un factor clave en la marginalización de segmentos vulnerables de la población, tales como los pueblos indígenas, los afrodescendientes y las mujeres.
 

El número de personas que vivían en la pobreza en el año 2001 fue  estimado en torno de 180 millones, abarcando 36% de la población de América Latina. De este total, 78 millones viven en condiciones de extrema pobreza, sin medios de asegurar siquiera la dieta alimenticia básica diaria.
 Con relación a la pobreza urbana, los datos demuestran que, al final de los años 90, seis de cada diez personas pobres en América Latina vivían en áreas urbanas.
 

América Latina y el Caribe poseen uno de los más elevados índices de población urbanizada del mundo, de la cual 79 % vivía en ciudades en el año 2000. Hasta 2030, 83 % de la población de América Latina y del Caribe será urbana.
  Entre las regiones de América Latina y el Caribe, América del Sur tiene  el porcentual más elevado de población urbana que es del 92%. En la región de América Central la población urbana es del 71%, y en la región del Caribe este porcentual es del 65%. El elevado crecimiento de la población urbana es resultado de un proceso de explosión demográfica y de éxodo rural originados principalmente, de la ausencia de políticas efectivas de reforma agraria. En general, las leyes y las políticas públicas creadas para restringir el crecimiento de las ciudades poseían un contenido excluyente y discriminatorio, lo que contribuyó a la generación de más pobreza, marginalización y degradación ambiental.

Por otro lado, el “Informe de la Situación de la Población Mundial 2007 – Desencadenando el Potencial del Crecimiento Urbano” trae una importante observación respecto al crecimiento de la población urbana mundial: los pobres representarán una gran cuota del crecimiento urbano futuro, y  la mayor parte de este crecimiento resultará del crecimiento vegetativo y no de la migración. Ignorar  esa realidad básica hará imposible planificar el crecimiento de las ciudades o utilizar la dinámica urbana para ayudar a reducir la pobreza. 

El crecimiento urbano amplió también la demanda habitacional y agravó la carencia de los servicios esenciales: al menos 25 millones de viviendas no poseen agua potable y un tercio del parque habitacional urbano no dispone de sistema de cloacas.
 Según datos suministrados por la ECLAD, el déficit habitacional en la región alcanza la marca de 17 millones de viviendas, siendo que el déficit total se eleva a la marca de 21 millones de hogares, caso sean consideradas las habitaciones en estado precario. En América Latina apenas 60% de las familias poseen viviendas adecuadas, mientras 22% viven en habitaciones que requieren mejoramientos y 18% precisan nuevas casas.
 

Los mercados formales exhiben características que impiden el acceso de la gran mayoría de la población urbana.
 En la mayoría de las ciudades de América Latina la tierra fue incorporada a través de la demarcación de loteamientos espaciados entre sí,  manteniendo espacios vacíos desocupados para la especulación inmobiliaria.
 Esta es una de las razones por las cuales una amplia gama de grandes espacios vacíos es comúnmente encontrada en las áreas metropolitanas. Además, cuando las autoridades públicas construyen rutas y proporcionan transporte público e infraestructura de servicios públicos para atender los barrios pobres en las periferias de las ciudades, esta inversión pública aumenta los precios del suelo en los espacios desocupados, en beneficio exclusivo del especulador.

La urbanización en América Latina se basó en inversiones masivas en infraestructura para ejecutar reformas estéticas y sanitarias. Como resultado, las poblaciones más pobres fueron obligadas a vivir en áreas periféricas. Los gobiernos de América Latina concentraron sus inversiones en infraestructuras para atraer industrias. Rutas y sistemas de transporte se tornaron elementos centrales para la manutención del crecimiento económico y para el creciente flujo de mercaderías y personas. Los trabajadores fueron obligados a vivir en los suburbios, pues no podrían arcar con los costos de los lotes o alquileres en las áreas más centrales de las ciudades. El Estado no desarrolló ninguna forma de infraestructura en estas áreas suburbanas, reforzando todavía más la formación de asentamientos informales, clandestinos y precarios.

La falta de vivienda adecuada para los pobres está relacionada con los patrones de urbanización y con las formas de desarrollo de las ciudades, cuyo crecimiento desordenado fue intensificado a partir de la mitad del siglo XX, resultado del creciente proceso de industrialización que atrajo más y más personas de las áreas rurales. Otros factores sociales y económicos también contribuyeron a la expansión de los asentamientos informales,
 incluyendo los altos niveles de desempleo y los salarios bajos pagos a los trabajadores inmigrantes; ajustes macroeconómicos impuestos por las instituciones financieras internacionales, que resultaron en políticas de austeridad gubernamental, restringiendo el papel del Estado respecto a la planificación e implementación de políticas públicas
 y reglamentaciones urbanas válidas para algunas áreas, pero no otras (o sea, las áreas informales), contribuyendo para las diferencias en los precios del suelo.

Algunas características son comunes a todos los asentamientos informales (así como muchos de sus nombres sugieren): la ausencia de los servicios básicos (abastecimiento de agua y saneamiento, entre otros); construcciones inadecuadas, que no atienden los patrones mínimos de calidad de vida; ocupaciones y casas construidas en lugares inseguros y/o insalubres; falta de seguridad de tenencia; parcelaciones menores que lo permitido por la legislación; exclusión social por estar situados en las periferias de las ciudades; y pobreza extrema. 

Los estudios indican que la habitación informal en América Latina aumentó significativamente en los últimos años, llegando al punto en que, actualmente, el crecimiento demográfico de los asentamientos informales es casi el doble del crecimiento total de la población urbana. No obstante, no existen estadísticas nacionales o regionales respecto al número de habitantes en los asentamientos informales. 
 

Uno de los mayores desafíos globales del nuevo milenio es el crecimiento de la pobreza urbana entre las mujeres. Se estima que 25% de todos los hogares son comandados por mujeres y están localizados en áreas urbanas -especialmente en América Latina-. Mundialmente los hogares comandados por mujeres representan una elevada proporción del total en asentamientos informales y están entre los más pobres. 
 

II - Un Breve Cuadro de la Desigualdad Social y Territorial en las Ciudades Brasileñas

El alto grado de urbanización de la sociedad brasileña ocurrida en un corto período se basó en procesos  que produjeron  espacios urbanos con elevado  grado de desigualdad social entre sus habitantes. Tales procesos contribuyeron para el aumento de los problemas, segregaciones y conflictos existentes en las metrópolis y polos regionales del país. El proceso de urbanización empeoró no mejoró las condiciones económicas y sociales de los habitantes de las ciudades, que son más del 80% de la población brasileña. En las últimas décadas la inexistencia de políticas públicas eficaces en las áreas del planificación y gestión territorial, habitación, saneamiento ambiental y movilidad y transporte urbano  resultó en el agravamiento de las condiciones socioambientales de las ciudades. Esto está presente en especial en la situación de la habitación y del saneamiento ambiental, lo que demuestra una degradación socioambiental de las ciudades. 

De acuerdo con los datos oficiales (IBGE-PNAD) el déficit habitacional
 es de 7,9 millones de viviendas, siendo que 96.3% de este déficit habitacional  está concentrado en la población cuyo rango de  renta es de hasta 5 salarios mínimos.
   

Con relación al déficit habitacional cuantitativo en las 9 regiones metropolitanas que tienen sede en capitales de Estado, el número es de 2,3 millones  de domicilios. Con relación a los domicilios en villas de emergencia el número es de 1,5 millón entre estas nueve regiones metropolitanas, en un total nacional de 1,9 millón. 

El cuadro de la desigualdad social y territorial se expresa también por el elevado número de personas que habitan en  viviendas inadecuadas que, supuestamente, se encuentran sobre terrenos irregulares, siendo más de 12 millones de unidades correspondientes a casi 30% del total de domicilios en el país. Esa cantidad de domicilios inadecuados constituye parte de la deuda socioterritorial heredada del período de urbanización acelerada ocurrida en las décadas anteriores. Se trata de domicilios implantados en lugares destituidos de derechos sociales básicos como salud, educación y asistencia social, como las villas de emergencia. 

................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................

En el sector de saneamiento ambiental, el abastecimiento de agua en 2000 atendía prácticamente 80% de la población brasileña. Sin embargo persiste un déficit enorme en el servicio cloacal que, en ese mismo año, atendía a cerca del 50% de la población nacional. Esa falta de servicios cloacales se hace más grave cuando se considera que solamente 4% de los efluentes domésticos reciben algún tipo de tratamiento. El resto es lanzado “in natura” al medio ambiente, contaminando principalmente los cuerpos de agua superficiales y subterráneos. Más de la mitad del déficit de saneamiento ambiental se concentra en las regiones metropolitanas y en los municipios con más de 1 millón de habitantes. 

En el sector  de la movilidad urbana y transporte, la prioridad del transporte individual ante el transporte colectivo  es uno de los  principales factores que perjudican la circulación en las ciudades y deterioran la calidad de vida de sus habitantes. Los accidentes de tránsito son la causa principal de muertes provocadas por factores externos. El uso de combustibles fósiles en los vehículos automotores ocasiona la emisión de toneladas de contaminantes en el aire, principalmente gases de efecto invernadero.

..............................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................

La desigualdad social y territorial también fue generada por la herencia agraria del país desde el período de la colonización, con la concentración de tierras en grandes latifundios en el campo y con los modelos de desarrollo económico que gradualmente fueron excluyendo un contingente elevado de la población urbana del mercado formal del trabajo y de los beneficios de las riquezas económicas y culturales  generadas en las ciudades. 

El crecimiento de la población de las ciudades en territorios segregados como las villas de emergencia, ha contribuido también con el aumento de la violencia urbana, cuya principal víctima es la juventud que no consigue ser absorbida por el mercado de trabajo. Además del dominio de los territorios de villas de emergencia por parte de grupos de jóvenes ligados al crimen organizado, existen los grupos que practican crímenes de racismo así como crímenes de discriminación social contra minorías, como poblaciones de sin techo,  y grupos de  hinchas de equipos de fútbol que cada vez más cometen crímenes de agresión física y contra la vida. 

III........................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................... La Construcción del Derecho a la Ciudad en América Latina y el Caribe para la Creación de Ciudades Justas, Humanas, Democráticas y Sostenibles 

El nuevo milenio apunta hacia un crecimiento mundial de la población que vive en las ciudades, considerando que mitad de la población mundial vive en aglomerados urbanos. De acuerdo con las estadísticas de las Naciones Unidas, el grado de urbanización ya superó el umbral de 50%. En 2005 la población que vivía en ciudades ya era de 3,2 mil millones de personas y otros 3,2 mil millones vivían en  áreas rurales. Se estima que, en 2050, la tasa de urbanización en el mundo llegará a 65%, siendo que 45 a 50 % de los habitantes en las ciudades vivirán en la pobreza. Las ciudades serán responsables por todo el crecimiento poblacional futuro, y 95% de este ocurrirá en las áreas urbanas de los países periféricos, cuya población se duplicará, alcanzando casi 4 mil millones. Mitad de este total será acreditado a las comunidades informales. La población que habita en villas de emergencia podrá alcanzar 1,36 mil millones de personas en 2015, y  2 mil millones en 2030 ó 2040, con un número de pobres y miserables mayor que la población restante en las áreas rurales.
 

Gobernar democráticamente las ciudades como territorios de gran riqueza y diversidad económica, ambiental, política y cultural, de modo que sean respetados los derechos de los habitantes, es un desafío para la humanidad en el nuevo milenio.

Nuestras vivencias en las ciudades, en la busca para crear las condiciones necesarias para vivir en armonía, paz y felicidad, han enfrentado los modelos de sociedad con elevados patrones de concentración de riqueza y de poder, usufructuados por un reducido número de personas y aglomerados económicos. Estamos confrontando los procesos acelerados de urbanización, que contribuyen a la depredación del medio ambiente y a la privatización del espacio público, generando empobrecimiento, exclusión y segregación social y espacial.

Las ciudades como espacio social que ofrecen condiciones y oportunidades equitativas a sus habitantes de vivir con dignidad, independientemente de las características sociales, culturales, étnicas, de género y edad, felizmente continúan siendo el objetivo de muchos individuos, grupos sociales, organizaciones de la sociedad civil, movimientos populares, instituciones religiosas, partidos políticos, gestores públicos, gobiernos locales y nacionales comprometidos a alcanzar una vida mejor de paz, armonía y solidariedad para todos. 

En América Latina y el Caribe, son muchas las experiencias y prácticas desarrolladas por gobiernos nacionales y locales, organizaciones civiles y comunidades, para modificar los modos de gobernar, planificar y desarrollar las ciudades, de modo que sus habitantes se apropien y hagan usufructo de la riqueza, tanto en el aspecto económico como también en la producción del conocimiento y de la cultura que pueden ser traducidas como iniciativas en favor del derecho a la ciudad.

Ante de los compromisos ya asumidos en las Asambleas anteriores de la MINURVI y del Foro Iberoamericano para promover la equidad social y espacial en nuestras ciudades, es necesario un fuerte empeño en la valorización del derecho a la ciudad como un paradigma de las políticas nacionales de desarrollo urbano. 

Para que haya ciudades justas, humanas, saludables y democráticas, un paso que debe darse es el del reconocimiento institucional del derecho a la ciudad como paradigma en el campo del gobierno urbano, de modo que las formas de gestión y las políticas públicas tengan como resultados de impacto la eliminación de las desigualdades sociales, de las prácticas de discriminación en todas sus formas en razón del tipo de vivienda y de la localización de los asentamientos en que se vive.

La trayectoria del derecho a la ciudad con esta perspectiva va desde las reflexiones teóricas de la década del 60 del siglo XX, formuladas por Henri Lefevbre en Francia, hasta las construcciones de agendas políticas de reforma urbana por segmentos de la sociedad civil en países de América Latina en los años 80, como ocurrió  en los casos de Brasil y de Colombia. 

En la secuencia ocurren diálogos realizados en los años 90, entre activistas de derechos humanos, ambientalistas, organizaciones no gubernamentales, movimientos populares urbanos, autoridades locales  y nacionales y organismos internacionales, en las Conferencias Globales de las Naciones Unidas como la del Medio Ambiente en 1992,  en la ciudad del Rio de Janeiro y la de los Asentamientos Humanos  - Hábitat II,  en el año de 1996, en la ciudad de Estambul. Estas Conferencias crean la Agenda 21 y la Agenda Hábitat, introduciendo componentes  sobre el derecho a la ciudad, al tratar  de las condiciones adecuadas  de vida  que deben ser alcanzadas en los asentamientos humanos.  

Los debates y diálogos promovidos por las  redes y Foros Globales que tratan de los temas urbanos, en especial el Foro Social Mundial y el Foro Urbano Mundial son retomados, en el nuevo milenio convirtiéndose en un escenario privilegiado para intercambios de experiencias sobre el derecho a la ciudad. 

En el Foro Social Mundial se destacó el proceso que resultó en la  Carta Mundial del Derecho a la Ciudad, que tomó como referencia la Carta Europea de los Derechos Humanos en la Ciudad, elaborada por el Foro de Autoridades Locales, en Saint-Denis, en mayo de 2000.

Este proceso tuvo por objetivo diseminar la concepción del derecho a la ciudad como un nuevo derecho humano, con base en una plataforma de reforma urbana para ser implementada por los países, con miras a la modificación de la realidad urbana mundial mediante la construcción de ciudades justas, humanas, democráticas y sostenibles. Tuvo también el objetivo del reconocimiento institucional del derecho a la ciudad como un nuevo derecho humano, al nivel de los organismos de las Agencias de las Naciones Unidas (como la UN-Hábitat, PNUD, Comisión de Derechos Humanos de la ONU), así como en los organismos regionales (como la Organización de los Estados Americanos). Esta acción tiene la meta de influenciar las formas de gobierno de las políticas globales, regionales y nacionales urbanas, de modo que sean democráticas y reviertan el cuadro de desigualdad social en las ciudades.

La concepción del derecho a la ciudad presente en la Carta es de reconocimiento de un derecho emergente de las personas que viven en las ciudades. La Carta introduce una concepción de derechos colectivos y difusos referente al derecho a la ciudad, y no de los derechos individuales, al adoptar la noción de ciudades justas sin discriminación como un derecho colectivo, de modo que la existencia de prácticas y acciones discriminatorias, que generen racismo, prejuicio resulte en una violación del derecho a la ciudad para todos sus habitantes, y no solamente las víctimas directamente perjudicadas por prácticas de racismo, por ejemplo. 

La Carta  define  el  derecho a la ciudad  como el usufructo equitativo de las ciudades dentro de los principios  de sostenibilidad, democracia, equidad y justicia social. A partir de la comprensión de la ciudad como espacio colectivo culturalmente rico y diversificado que pertenece a todos sus habitantes, el derecho a la ciudad es comprendido como un derecho colectivo de los habitantes de las ciudades, en especial de los grupos vulnerables y desfavorecidos, que les confiere legitimidad de acción y organización, basada en sus usos y costumbres, con el objetivo de alcanzar el pleno ejercicio del derecho a la libre autodeterminación y a un estándar de vida adecuado. 

El espacio en ella demarcado abarca el territorio de las ciudades y su entorno rural, procurando asegurar la distribución y el disfrute equitativo, universal, justo, democrático y sostenible de los recursos, riquezas, servicios, bienes y oportunidades que brindan las ciudades. 

Así quedan incluidos metrópolis, urbes, villas o poblados que estén organizados institucionalmente como unidad local de gobierno de carácter municipal o metropolitano. Por otro lado se incluye también el entorno rural o semirural que forma parte de su territorio. 

Como espacio político, la Carta comprende  la ciudad como el conjunto de instituciones y actores que intervienen en su gestión, como las autoridades gubernamentales, legislativas y judiciarias, las instancias de participación social institucionalizadas, los movimientos y organizaciones sociales y la comunidad en general. Presenta también una definición de ciudadanos como todas las personas que habitan de forma permanente o transitoria las ciudades. Los siguientes principios componen el derecho a la ciudad:

1. Gestión democrática de la ciudad;

2. Función social de la ciudad;

3. Función social de la propiedad;

4. Ejercicio pleno de la ciudadanía;

5. Igualdad sin discriminación;

6. Protección especial de grupos y personas vulnerables;

7. Compromiso social del sector privado;

8. Impulso a la economía solidaria y la políticas impositivas y progresivas.

La Carta  establece los compromisos para la construcción de plataformas colectivas de exigibilidad del derecho a la ciudad, posibilitando documentar y diseminar experiencias nacionales y locales que apunten para la construcción de este derecho. Los Gobiernos Nacionales y Locales deben tener como compromisos elaborar y promover marcos institucionales que consagren el derecho a la ciudad y construir plataformas asociativas, con amplia participación de la sociedad civil, para promover el desarrollo sostenible en las ciudades. 

En la agenda internacional urbana diversos eventos mundiales tuvieron la iniciativa de constituir declaraciones y cartas sobre la temática del derecho a la ciudad con el propósito de articular instrumentos de base jurídica y política que permitan inaugurar una dimensión local de los derechos económicos, sociales, culturales y políticos en el ámbito mundial, que tengan la ciudad como lugar de derechos, un espacio de garantía, afirmación y realización de los derechos humanos. Estos documentos traducen un ideario que confiere valor y sentido político al patrimonio cultural y organizativo acumulado en el ámbito local y en las ciudades. 

En esta agenda internacional vale destacar los siguientes documentos:

· Carta Mundial del Derecho a la Ciudad – V Foro Social Mundial, Porto Alegre, 2005.

...............................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................

· Declaración de la Coalición Europea de las Ciudades contra el Racismo, IV Conferencia Europea de las Ciudades por Derechos Humanos, Nuremberg, 10 de diciembre de 2004

· Declaración Ciudades y Gobiernos Locales Unidos, Paris, 5 de mayo de 2004 – oriunda de la creación de la Organización Mundial Unificada de Gobiernos Locales.

· Declaración de Santa Cruz de La Sierra, abril de 2004 – Primer Congreso Latinoamericano de Ciudades y Gobiernos Locales – Iniciativa de la Federación Latinoamericana de Ciudades, Municipios y Asociaciones de Gobiernos Locales.

· Carta Europea de Salvaguarda de los Derechos Humanos de la Ciudad – Carta de Saint Denis ,18 de mayo de 2000.

· Carta Europea del Derecho de la Mujer a la Ciudad, Comisión Europea, 1995.

· Declaración Mundial sobre Autonomía Local-  Consejo de la UIAL, Toronto, junio de 1993.

....................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................

· Agenda 21 de la Cultura – IV Foro  de Autoridades Locales para la Inclusión Social de Porto Alegre en el Foro Universal de las Culturas, Barcelona, 7 y 8 de mayo de 2004.

· Agenda Municipal Latinoamericana -  Federación Latinoamericana de Ciudades y  Municipios – FLACMA, 2001.

· Plan de Acción de la Coalición Europea de Ciudades contra el Racismo, Unesco, 2004

· Declaración de Bogotá sobre la Ciudad desde la perspectiva de los derechos humanos - Seminario Latinoamericano  Sobre el Derecho a la Ciudad y Derechos Humanos, Bogotá, mayo de 2006.

...............................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................

.............................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................

Con relación al Foro Urbano Mundial organizado por la UN-Hábitat, vale destacar  la iniciativa de la UNESCO y de la propia UM-Hábitat que desarrollan un estudio internacional sobre política urbana y el derecho a la ciudad, habiendo promovido seminarios, diálogos y grupos de discusión sobre experiencias existentes de implementación de políticas dirigidas a la promoción del derecho a la ciudad, cuyas conclusiones serán presentadas en el IV Foro Urbano Mundial Urbano en la ciudad de Nanging en el año 2008.

Ante los diversos desafíos que los países de América Latina y el Caribe vienen enfrentando para construir ciudades justas, humanas, democráticas y sostenibles, es de desarrollo de acciones para  reconocer y promover el derecho a la ciudad, como el soporte de las políticas de desarrollo urbano como respuesta para combatir la desigualdad social y la segregación espacial presente en las ciudades. Con este propósito presentamos al final una propuesta de declaración para ser objeto de discusión de la  XVI  Asamblea General de Ministros y Autoridades Máximas de Habitación y de Urbanismo de América Latina y el Caribe y el XII Foro Iberoamericano de Ministros y Autoridades Máximas del Sector de  Habitación y  Desarrollo Urbano.

IV - La Construcción  del Derecho a la Ciudad en la Sociedad Brasileña 

.................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................

1. La Evolución Proceso  Político 

El deseo de introducir el derecho a la ciudad como un derecho fundamental inherente a todas las personas que viven en las ciudades, fue revelado como aspiración popular en el proceso de la Asamblea Nacional Constituyente, que elaboró la Constitución Brasileña de 1988, con la presentación de la enmienda popular de reforma urbana. Esta iniciativa, tomada por un agrupamiento de entidades de la sociedad civil y movimientos populares, tenía como objetivo  revertir las desigualdades sociales con base en una nueva ética social, que traía como dimensión importante la politización de la cuestión urbana, comprendida como elemento fundamental para el proceso de democratización de la sociedad brasileña.

Esa nueva ética social politiza la discusión sobre la ciudad y formula un discurso y una plataforma política de los movimientos sociales urbanos, en que el acceso a la ciudad debe ser un derecho a todos sus habitantes y no o el privilegio de apenas algunos, o de los más ricos. La bandera de la reforma urbana, inauguraba en el país un proyecto que reivindicaba una nueva ciudad y proponía la quiebra de las restricciones de acceso a los espacios de las ciudades.

La propuesta de enmienda popular tenía el objetivo de incluir en el texto constitucional un conjunto de principios, reglas e instrumentos destinados al reconocimiento y a la institucionalización de derechos para las personas que viven en las ciudades, atribuir la competencia al Poder público, en especial, al municipal, de aplicar instrumentos urbanísticos y jurídicos para regular la propiedad urbana para tener una función social, así como para la promoción de políticas públicas dedicadas a la efectivación de estos derechos.

La enmienda popular de reforma urbana introdujo en el proceso político de democratización del Estado brasileño la  noción del derecho a la ciudad a través de las siguientes  proposiciones:

 Todo ciudadano tiene derecho a condiciones de vida urbana digna y justicia social, obligándose el Estado a asegurar: 

I – acceso a la vivienda, transporte público, saneamiento, energía eléctrica, iluminación pública, comunicaciones, educación, salud, recreación y seguridad, así como la preservación del patrimonio ambiental y cultural.

II – gestión democrática de la ciudad.

El derecho a condiciones de vida urbana digna condiciona el ejercicio del derecho de propiedad al interés social  en el uso de los inmuebles urbanos y lo subordina al principio del estado de necesidad.”

A partir de esta noción con la cual fue siendo construido, el derecho a la ciudad tiene como elementos los derechos inherentes a las personas que viven en las ciudades en tener condiciones dignas de vida, de ejercitar plenamente la ciudadanía y los derechos humanos (civiles, políticos, económicos, sociales, culturales y ambientales), de participar de la gestión de la ciudad, de vivir en un medio ambiente ecológicamente equilibrado y sostenible.

El derecho a la ciudad retrata la defensa de la construcción de una ética urbana fundamentada en la justicia social y ciudadanía, al afirmar la hegemonía de los derechos urbanos y precisar los preceptos, instrumentos y procedimientos para viabilizar las transformaciones necesarias para que la ciudad ejerza su función social. El derecho a la ciudad  surge como una respuesta al cuadro de desigualdad social, considerando la dualidad vivida en una misma ciudad: la ciudad de los ricos y la ciudad de los pobres; la ciudad legal y la ciudad ilegal, así como  la exclusión de la mayor parte de los habitantes de la ciudad determinada por la lógica de la segregación espacial; por la ciudad mercadería; por la mercantilización del suelo urbano y de la valorización inmobiliaria; por la apropiación privada de las inversiones públicas en vivienda, en transportes públicos, en equipamientos urbanos y en servicios públicos en general.

La propuesta de la enmienda popular de reforma urbana  tuvo como resultado político la introducción del capítulo de la política urbana en la Constitución brasileña de 1988. A través de este capítulo fueron reconocidos y valorizados los principios de las funciones sociales de la ciudad y de la propiedad urbana como señalizadores de las políticas de desarrollo urbano en las ciudades, fue fortalecido el papel de los Municipios como el principal ente federativo para promover estas políticas, cuyo principal instrumentos es el plan director, y fue reconocido el derecho a la vivienda de la población de baja renta que habita en asentamientos informales que tengan comprobadamente la tenencia de áreas urbanas hasta 250 m2,  en el período mínimo de 5 años.

Con base en estos preceptos de la Constitución brasileña,  la comprensión del derecho a la ciudad va siendo concebida como el derecho colectivo por la gestión democrática y participativa en las ciudades; por el cumplimiento de la función social de la ciudad; por la garantía de la justicia social y de condiciones dignas para todos sus habitantes; por la subordinación de la propiedad a la función social; y por las sanciones a los propietarios en los casos de no cumplimiento de la función social.

Sobre la cuestión agraria también es importante destacar la conquista de las poblaciones negras en la Constitución brasileña, con el reconocimiento a los remanecientes de las comunidades de Quilombos del derecho a sus tierras tradicionales y la garantía de la protección de su cultura. El Estado debe proteger las manifestaciones culturales y formas de expresión de los diferentes grupos formadores de la sociedad  brasileña que forman parte de su patrimonio cultural. El Estado brasileño decretó reglas específicas con el objetivo de proteger la integridad física y cultural de estas comunidades, reconociendo al mismo tiempo la importancia de los Quilombos en la formación social del país.

La noción política y cultural del derecho a la ciudad como el caballo de batalla de la reforma urbana, desde el proceso de elaboración de la Constitución brasileña pasó a ser un marco referencial tanto para las comunidades, organizaciones y movimientos populares que luchan para que sus territorios e identidades históricas y culturales sean reconocidos y protegidos y para tener el derecho de participar de la gestión de las ciudades, como también para que las autoridades y gestores locales, parlamentares y partidos políticos vivan experiencias de construcción de legislaciones urbanas, políticas y programas de desarrollo urbano, así como los planes dirigidos a combatir la desigualdad social y territorial en las ciudades brasileñas.

La valoración del derecho a la ciudad en el campo político e institucional se va dando gradualmente a partir de los años 90, debido a las luchas sociales de movimientos populares y foros de defensa del derecho a la ciudad y reforma urbana y de las experiencias de Gobiernos Municipales que constituyen instrumentos y organismos de  participación y gestión democrática como el Presupuesto Participativo. La valoración del derecho a la ciudad como paradigma para la promoción de las políticas urbanas dirigidas a la promoción de la inclusión social y territorial, pasó a demandar un conjunto con acciones y medidas de las ciudades con miras a la atención de las sus funciones sociales, tales como:

- Constituir  procesos y espacios públicos de gestión democrática y  participativa  de las ciudades,  de modo que los intereses, los conflictos y las disputas por el uso y ocupación del territorio de las ciudades por los diversos segmentos de la sociedad sean enfrentados a través de procesos públicos de mediación y  concertación, que posibiliten  pactos  sociales y territoriales en las ciudades;

- Combatir las prácticas prejuiciosas o violentas contra grupos sociales y comunidades que viven en asentamientos informales precarios como las villas de emergencia;

- Utilizar los  espacios y bienes públicos y privados de la ciudad y de sus habitantes para atender el interés socioambiental  y cultural de la ciudad;

- Preservar el patrimonio histórico y cultural para asegurar la identidad y la memoria de los diferentes grupos sociales formadores de las comunidades locales;

- Ampliar la oferta  de vivienda adecuada y equipamientos y servicios urbanos para  todos los habitantes de las ciudades;

- Transformar los asentamientos informales como las villas de emergencia en barrios con estándar de vida adecuado a través de acciones de urbanización y regularización catastral con la participación de las comunidades;

- Adoptar para los grupos y personas en situación de vulnerabilidad medidas especiales de protección e integración, de distribución de recursos, de acceso a los servicios esenciales y de no discriminación;

· Establecer  instrumentos de política urbana inductores para que el sector privado participe y apoye acciones y programas habitacionales de interés social, de protección del medio ambiente, de preservación del patrimonio histórico y cultural, de ampliación de espacios culturales y de recreación, y principalmente  de generación de trabajo y renta.

El proyecto de ley de iniciativa popular para la constitución del Fondo Nacional de Vivienda Popular fue una relevante iniciativa política tomada por organizaciones y movimientos populares urbanos para el fortalecimiento del derecho a la ciudad como componente estratégico de la plataforma de la reforma urbana para las ciudades brasileñas.

Su objetivo fue garantizar una herramienta institucional para viabilizar los recursos públicos necesarios para la implementación de una política habitacional a la cuota de la población excluida de la producción formal de la habitación.

El proyecto de ley de iniciativa popular del Fondo Nacional de Habitación de Interés Social fue presentado en el parlamento el día 19/11/1991 por organizaciones y movimientos populares urbanos afiliados al Foro Nacional de Reforma Urbana, entre ellas: la CONAM - Confederación Nacional de las Asociaciones Vecinales, la CMP – Central de Movimientos Populares, la UNMP – Unión Nacional por Vivienda Popular y el MNLM – Movimiento Nacional de Lucha por Vivienda. 

El proyecto de ley de iniciativa popular fue subscrito por más de un millón de firmas. En la apertura de la primera Conferencia Nacional de las Ciudades, en octubre de 2003, el entonces Presidente Lula resaltó la necesidad de la aprobación del Proyecto de Ley, coincidiendo con los anhelos de los movimientos populares. En este sentido, reforzó la necesidad de aprobar un instrumento decisivo para aplicación de una Política Habitacional para la población de baja renta, inexistente hasta ese momento.

Después de 13 años de muchas discusiones y movilizaciones sociales en el Congreso brasileño, el proyecto de ley de iniciativa popular fue aprobado en el año 2005. Además de crear el fondo público para la habitación de interés social, instituyó el Sistema Nacional de Habitación de Interés Social, una pieza clave para la implementación de una Política Nacional de Habitación eficaz para la población de baja renta, combatiendo la exclusión territorial.

2. El Reconocimiento Institucional y Jurídico  del Derecho a la Ciudad en el Estatuto de la Ciudad 

Resultado expresivo en la valoración del derecho a la ciudad en el campo institucional fue la  aprobación de la ley nacional de desarrollo urbano denominada Estatuto de la Ciudad en el año 2001. Fueron 12 años de luchas sociales para la aprobación del Estatuto de la Ciudad en el Congreso Brasileño, en particular en la Cámara de Diputados. Hubo difíciles enfrentamientos con partidos conservadores, con intereses de grupos económicos que actúan en el mercado inmobiliario y en la construcción civil y con los tradicionales tecnócratas de la planificación y de la gestión urbana. Fueron muchas las resistencias y los obstáculos para la existencia de una ley nacional dedicada a fortalecer políticamente los Municipios y la sociedad civil en el ordenamiento del territorio urbano, a exigir el uso social de la propiedad y a planificar la ciudad con control social y participación popular. 

Con el Estatuto de la Ciudad ocurre un profundo impacto en el derecho a la ciudad, que deja de ser un derecho reconocido solamente en el campo de la política y pasa a ser un derecho reconocido en el campo jurídico. Así, el derecho a la ciudad se transforma en un nuevo derecho fundamental brasileño, integrando la categoría de los derechos colectivos y difusos.
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De esta manera derecho brasileño el coloca en el mismo nivel de los demás derechos de defensa de los intereses colectivos y difusos, como por ejemplo, el derecho del consumidor, del medio ambiente, del patrimonio histórico y cultural, de la niño y del adolescente, de la economía popular. Esta experiencia brasileña es innovadora respecto al reconocimiento jurídico de la protección legal del derecho a la ciudad en el orden jurídica interna de un país. La forma tradicional de buscar la protección de los derechos de los habitantes de las ciudades en los sistemas legales trae siempre la concepción de la protección de un derecho individual, a los efectos de proveer la protección de los derechos de la persona humana en la ciudad. La concepción del derecho a la ciudad en el derecho brasileño avanza al ser instituido con objetivos y elementos propios, configurándose como un nuevo derecho humano, y en el lenguaje técnico-jurídico en un derecho fundamental. 

La Definición Jurídica del Derecho a la Ciudad  

El Estatuto de la Ciudad define el derecho la ciudades sostenibles, como el derecho a la tierra urbana, a la vivienda, al saneamiento ambiental, a la infraestructura urbana, al transporte y a los servicios públicos, al trabajo y a la recreación, para las presentes y futuras generaciones, y a la gestión democrática por medio de la participación de la población y de asociaciones representativas de los varios segmentos de la comunidad en la formulación, ejecución y seguimiento de planes, programas y proyectos de desarrollo urbano.

Esta definición jurídica del derecho a la ciudad tiene una característica semejante a la del derecho al medio ambiente, por establecer que sus componentes como la vivienda deben ser asegurados para las presentes y futuras generaciones.  Esta definición retrata que el derecho a la  ciudad es un derecho colectivo o difuso de los habitantes de la ciudad. Por ejemplo una comunidad tradicional existente en una ciudad que esté amenazada de perder su memoria o identidad, cualquier habitante de esta ciudad podrá  demandar la protección de los derechos de esta comunidad con base en el derecho a la ciudad definido en el Estatuto de las Ciudades.

Debido a esta  definición jurídica son sujetos que tienen protección jurídica con base en el derecho a la ciudad por ejemplo:

los grupos de habitantes y las  comunidades que hayan formado la identidad y memoria histórica y cultural de la  ciudad, 

los  grupos sociales y comunidades que viven en asentamientos urbanos informales consolidados  que  pueden demandar del Poder Público, acciones y proyectos de urbanización y regularización catastral  de interés social. 

Con relación a su componente de gestión democrática de la ciudad, el ejercicio del derecho a la ciudad significa el ejercicio de los derechos políticos y de la ciudadanía colectivos de los habitantes de las ciudad El derecho a la ciudad será respetado de forma plena cuando los grupos sociales marginalizados y excluidos tuvieran acceso a la vida política y económica de la ciudad. Este derecho, para ser ejercido, presupone la capacitación política de estos grupos sociales. 

La gestión democrática de la ciudad como componente del derecho a la ciudad resulta en el reconocimiento de la legitimidad de acción en la esfera administrativa y judicial de los grupos sociales vulnerables -y sus formas de organización- que habitan en barrios populares, loteamientos, conjuntos habitacionales y asentamientos informales e irregulares.

El cumplimiento al derecho a la ciudad es extensivo al desarrollo de  procesos democráticos de planificación urbana, que tienen como piezas fundamentales el plan plurianual, la ley de directrices presupuestarias, el presupuesto municipal y el plan director en los Municipios en que fuera obligatorio.

Actúan así, conjuntamente, la comunidad y el Estado en la gestión y fiscalización de la cosa pública. La gestión democrática de la ciudad presupone la organización de la sociedad civil, para interferir en el proceso político en nombre de las demandas sociales por medio del ejercicio de la ciudadanía. Así, los instrumentos de la  democracia participativa deben ser utilizados como forma de garantía del derecho a las ciudades sostenibles.

3. El Derecho a la Ciudad y las Funciones Sociales de la Ciudad

El derecho a la ciudad es el paradigma para la observancia de las funciones sociales de la ciudad, que estarán siendo respetadas por medio de políticas públicas dirigidas a asegurar a las personas que viven en las ciudades, el acceso a la tierra urbana, a la vivienda, al saneamiento ambiental, a la infraestructura urbana, al transporte y a los servicios públicos, al trabajo y a la recreación para las presentes y futuras generaciones.

Las funciones sociales de la ciudad, como principio constitucional dirigente de la política urbana, fueron introducidas en la Constitución Brasileña por el caput del artigo 182  de forma vinculada con la garantía del bienestar de sus habitantes Con esta vinculación de los objetivos, el interés en que las funciones sociales de la ciudad sean plenamente desarrolladas es de los habitantes de la ciudad, lo que abarca cualquier persona, cualquier grupo social. Con eso, no existe el establecimiento de categorías entre los ciudadanos  por el factor económico,  abarcando a todos los habitantes como ciudadanos, independiente del origen social, condición económica, raza, color, sexo o edad.

El desarrollo de las funciones sociales de la ciudad, por ser interés de todos sus habitantes, se encuadra en la categoría de los intereses difusos, pues todos los habitantes son afectados por las actividades y funciones desempeñadas en las ciudades: propietarios, habitantes, trabajadores, comerciantes e inmigrantes tienen como contingencia habitar y usar un mismo espacio territorial. Luego, la relación que se establece entre los sujetos es con la ciudad, que es un bien de vida difuso. 

Para asegurar el pleno desarrollo de las funciones sociales como un interés difuso de todos los habitantes de la ciudad, es conferida la legitimidad de acción en la esfera administrativa y judicial a cualquier habitante, de grupo de habitantes, de grupos sociales vulnerables (como, por ejemplo, de mujeres pobres jefes de familia de un barrio de periferia), de organizaciones populares, de asociaciones comunitarias y de organizaciones no gubernamentales para actuar no solamente en la defensa del derecho a la ciudad de un determinado agrupamiento social, como también en la defensa de este derecho en razón del interés de todos los habitantes de la ciudad.

El pleno desarrollo de las funciones sociales de la ciudad debe ser entendido como un interés difuso de sus habitantes de proteger y promover el derecho a la ciudad. Los habitantes de la ciudad como  sujetos de derecho, podrán , ante las esferas del Poder Público y del Poder Judiciario, exigir el cumplimiento del derecho a la ciudad, en las situaciones en que el desempeño de actividades y funciones ejercidas en las ciudades resulte en conflictos de intereses urbanos de intensa litigiosidad y complejidad -tales como la instalación de una penitenciaria, ampliación y abertura de rutas y de avenidas, destinación de áreas para rellenos sanitarios y usinas de tratamiento de residuos en barrios residenciales, áreas ocupadas para fines de vivienda por poblaciones pobres y marginalizadas en áreas consideradas de preservación ambiental (áreas de manantiales y manglares), así como de implantación de condominios habitacionales de alto nivel, horizontales y verticales, sin cumplimiento a la legislación de parcelación del suelo urbano.      

Para la solución pacífica de estos conflictos debe ser aplicado el principio de las funciones sociales de la ciudad de forma conjunta con los demás principios dedicados a la solución de litigios y controversias, como el principio de la paz, de la  igualdad y de la razonabilidad. 

4. Perspectivas del Derecho a la Ciudad
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El reconocimiento institucional y jurídico del derecho a la ciudad como precepto que debe guiar la política urbana, a la luz del desarrollo sostenible apunta hacia la construcción de una nueva ética urbana, en que los valores de la paz, de la justicia social, de la solidariedad, de la ciudadanía, de los derechos humanos predominen en el desempeño de las actividades y funciones de la ciudad, de modo que estas sean destinadas a la construcción de una ciudad más justa y humana.

El respeto al derecho a la ciudad es el principal indicador para verificar el grado desarrollo de las funciones sociales de las ciudades. Cuanto mayor fuera el grado de igualdad, de justicia social, de paz, de democracia, de armonía con el medio ambiente, de solidariedad entre los habitantes de las ciudades, mayor será el grado de protección e implementación del derecho a la ciudad.

V. Iniciativas y Desafíos para la Implementación del Derecho a la Ciudad en el Caso Brasileño

1. Los  Mecanismos de Gestión Democrática de la Política Nacional de Desarrollo Urbano  en el Proceso de Construcción de un Sistema Nacional de Desarrollo Urbano Democrático

Desde el inicio del gobierno de Luiz Inácio Lula da Silva fueron atendidas diversas demandas de la sociedad civil organizada dedicada a las cuestiones urbanas. La primera fue la creación del Ministerio de las Ciudades, con el objetivo de integrar y articular las políticas de desarrollo urbano, habitación, saneamiento ambiental, movilidad y transporte urbano.

Complementariamente, para asegurar la participación pública y el control social, así como procesos democráticos de formulación e implementación de las acciones, programas y proyectos de las políticas nacionales urbanas, fueron realizadas las Conferencias Nacionales de las Ciudades, y fue institucionalizado el Consejo de las Ciudades.

El papel de las Conferencias de las Ciudades

El proceso de democratización de la gestión de las políticas nacionales urbanas comenzó en el año 2003 con la realización de la primera Conferencia Nacional de las Ciudades. En esta Conferencia participaron 2,5 mil delegados de los 26 estados brasileños y del Distrito Federal.

Los trabajos fueron desarrollados a partir del lema Ciudad para Todos y del tema Construyendo una política democrática e integrada para las ciudades. De los 5.560 municipios existentes en Brasil, 3.457 participaron de conferencias preparatorias a la Nacional, siendo que 1.430 realizaron conferencias municipales y 2.027 municipios participaron a través de 150 encuentros regionales. Fueron realizadas también las 26 conferencias estatales y una del Distrito Federal. Este proceso como un todo movilizó más de 350 mil personas.


En esta Conferencia fueron electos los primeros  consejeros del Consejo de las Ciudades  representando los Poderes Públicos federal, estatales y municipales, asociaciones empresariales, sindicatos de trabajadores, movimientos populares urbanos, organizaciones no gubernamentales,  asociaciones profesionales, instituciones académicas y de investigación.

La 1ª Conferencia Nacional de las Ciudades estableció los principios y directrices para la política nacional de desarrollo urbano:

- promoción del derecho a la ciudad;  

- aplicación de los principios del cumplimiento de las funciones sociales de la ciudad y de la  propiedad para la integración de las políticas urbanas;

- combate a la discriminación de grupos sociales y étnico-raciales;

- inclusión social y reducción de las desigualdades;

- combate a la segregación socio-espacial; 

- acceso universal a la vivienda digna, saneamiento básico, transporte público y accesibilidad; 

- sostenibilidad financiera y socioambiental de la política urbana.

- gestión descentralizada y democrática, acceso a la información, participación social en la formulación, decisión, implementación y evaluación de la política nacional de desarrollo urbano.
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En el año 2005 fue realizada la 2ª Conferencia Nacional de las Ciudades, con el objetivo de definir acciones estratégicas para las políticas nacionales y regionales de desarrollo urbano. Los temas tratados en esta Conferencia fueron la participación y control social, la cuestión federativa, desarrollo urbano, regional y metropolitano y financiación del desarrollo urbano. En esta conferencia fueron establecidas las directrices para la creación del Sistema Nacional de Desarrollo Urbano, que debe ser estructurado en todos los entes de la Federación, por medio de instancias de representación del poder público y de la sociedad civil, descentralizadas, permanentes, con miras a la articulación de las políticas y acciones de las áreas sectoriales del desarrollo urbano.

En este año, en el período del 25 la 29 de noviembre de 2007, será realizada la 3ª Conferencia Nacional de las Ciudades con el Lema “Desarrollo urbano con participación popular y justicia social” y el Tema “Avanzando en la gestión democrática de las ciudades”. La preocupación central de la 3ª Conferencia es continuar con la construcción de la política nacional de desarrollo urbano para el país, sin dejar de abordar temas centrales relacionados al día a día de la gestión del poder público en las tres esferas de gobierno.

En esa 3ª Conferencia, el debate busca promover la reflexión acerca de cómo las políticas e inversiones en los tres niveles de gobierno en el área de la política urbana están contribuyendo para revertir la lógica de la desigualdad y de la exclusión territorial, así como de fragmentación y desarticulación de las intervenciones sectoriales e intergubernamentales. Tal discusión resalta, sobre todo, la importancia de la integración de las políticas sectoriales y de las acciones gubernamentales en el área de desarrollo urbano, para el enfrentamiento de los problemas que acometen a las ciudades brasileñas.

Al enfocar la discusión desde la óptica de las realidades en ámbito local, la propuesta también vislumbra la reflexión acerca de la capacidad de gestión de los gobiernos, o sea, un debate sobre la capacidad de planificar el desarrollo de las ciudades y sus intervenciones de forma integrada y con participación social. Este enfoque de la participación social será profundizado por medio del debate de la construcción del Sistema Nacional de Desarrollo Urbano, entendido como el principal mecanismo para viabilizar la gestión democrática de la política nacional de desarrollo urbano

Del papel y Actuación del Consejo de las Ciudades

El Consejo  de las Ciudades está compuesto por 87 miembros titulares y 87 suplentes. De este total,  50 miembros son electos por segmentos de la sociedad civil y los otros 37 por gestores y administradores públicos. El Consejo también tiene representantes de Consejos Estatales de la Ciudad.

El Consejo de las Ciudades es  un órgano colegiado de naturaleza deliberativa y consultiva integrante de la estructura del Ministerio de las Ciudades, que tiene por finalidad proponer las directrices para la formulación e implementación de la política nacional de desarrollo urbano
, en especial las políticas de: gestión del suelo urbano; de habitación; de saneamiento ambiental y de movilidad y transporte urbano, además de emitir orientaciones y recomendaciones sobre la aplicación del Estatuto de la Ciudad.

El Consejo de las Ciudades como esfera democrática pública ha enfrentado cada vez más desafíos  para la construcción de una política nacional de desarrollo urbano. Una actuación del Consejo de las Ciudades que cabe destacar  es la de la Campaña Nacional de los Planes Directores Participativos.

El Estado brasileño congrega 5.564
 Municipios. Con base en la  obligación legal  prevista en la Constitución brasileña y en el Estatuto de la Ciudad, los 1.682 Municipios con más de 20.000 habitantes  o situados  en regiones metropolitanas o aglomeraciones urbanas, deben elaborar o rever sus planes directores. 

Según el Estatuto de la Ciudad, los planes directores deberán, en su formulación, ser participativos, a los efectos de cumplir con uno de los preceptos del derecho a la ciudad.

El Consejo de las Ciudades creó en el año 2004 la Campaña Nacional “Plan Director Participativo – Ciudad de Todos” 
 con el objetivo de formular los Planes Directores, a la luz del Estatuto de la Ciudad, garantizando la construcción de ciudades sin exclusión territorial  y segregación socio-espacial.  

La Campaña tiene como  principios  el derecho a la ciudad, inclusión territorial, y la gestión democrática de la ciudad. Como directrices de la Campaña son destacadas la dimensión curativa en las ciudades a través de la regularización catastral, y urbanización de los asentamientos informales, y la dimensión preventiva a través de acciones que viabilicen el acceso a la tierra urbanizada para las poblaciones de baja renta. El plan director es comprendido como el instrumento de la política urbana que debe promover el pacto socio-territorial de las ciudades entre los diversos actores políticos y sociales.

Para el desarrollo de la Campaña fueron organizados núcleos estatales en veinticinco  Estados de la Federación brasileña, con la participación de entidades de diversos  segmentos de la sociedad. La Campaña  promovió apoyo financiero a 550  Municipios para instituir sus planes directores, formó 3 mil multiplicadores, capacitó  y sensibilizó cerca de 21.300 personas de 1.349 municipios de todos los Estados de la Federación brasileña, organizó una Red del Plan Director electrónica con más de 22 mil miembros, un Banco de Experiencias de Planes Directores Participativo, un sitio electrónico y editó material técnico y de formación.
 Como resultado 93% de los Municipios participaron en el proceso de formulación de Planes Directores. 

Otra actuación del Consejo de las Ciudades que vale destacar  es la de su  integración y articulación con el Sistema Nacional de Habitación de Interés Social-SNHIS. El Consejo de las Ciudades es uno de los organismos  que integra el SNHIS  junto con  el Ministerio de las Ciudades, órgano central del SNHIS; el  Consejo Gestor del Fondo Nacional de Habitación de Interés Social - FNHIS; y los consejos en el ámbito de los Estados, Distrito Federal y Municipios, con atribuciones específicas relativas a las cuestiones urbanas y habitacionales.

...........................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................

Le compete al Ministerio de las Ciudades establecer, una vez oído el Consejo de las Ciudades, las directrices, prioridades, estrategias e instrumentos para la implementación de la Política Nacional de Habitación de Interés Social y los Programas de Habitación de Interés Social; el Plan Nacional de Habitación de Interés Social, en conformidad con las directrices de desarrollo urbano y en articulación con los planes estatales, regionales y municipales de habitación;

El Consejo Gestor del FNHIS es  un órgano de carácter deliberativo y está compuesto de forma paritaria por órganos y entidades del Poder Ejecutivo y representantes de la sociedad civil, que  obligatoriamente tienen asiento en el Consejo de las Ciudades. Su competencia incluye establecer directrices y criterios de asignación de los recursos financiero, en concordancia con las políticas del Ministerio de las Ciudades y las directrices del Consejo de las Ciudades.

2. El Nivel del Reconocimiento del Derecho a la Ciudad  para la Población de los Asentamientos Informales (Ciudades Informales)

2.1 . La implantación del Sistema Nacional de Habitación de Interés Social

Para enfrentar el déficit habitacional, las acciones de política coordinadas por el Ministerio de las Ciudades se concentran en la producción de nuevas viviendas para la población de baja renta, y en la urbanización y regularización catastral de los asentamientos informales, como las villas de emergencia, que tienen carencia de  servicios y de infraestructura. Para el desarrollo de estas acciones  existe un conjunto de programas habitacionales y Fondos Públicos y Privados que posibilitan la financiación y traspaso de recursos a los Estados y Municipios, personas físicas, asociaciones civiles y empresas, así como la garantía de subsidio a  la población de baja renta hasta 5 salarios mínimos

Existen varios fondos públicos y privados que pueden destinar recursos a programas habitacionales, en especial el Fondo de Garantía por Tempo de Servicio – FGTS (fondo privado) y el Fondo Nacional de Habitación  de Interés Social (fondo público).

El Sistema Nacional de Habitación de Interés Social - SNHIS tiene como objetivos viabilizarle a la población de menor renta el acceso a la tierra urbanizada y a la habitación digna y sostenible; implementar políticas y programas de inversiones y subsidios, promoviendo y  viabilizando el acceso a la habitación dedicada a la población de menor renta. Son considerados como agentes promotores los órganos competentes de la Unión, Estados, Municipios y Distrito Federal, fundaciones, asociaciones comunitarias, cooperativas habitacionales y  entidades privadas que desempeñen actividades en el área habitacional.

El principio de la descentralización orienta al SNHIS. Para que los Estados y Municipios puedan integrar el Sistema es necesario atender algunos requisitos tales como: constituir  consejos  gestores de la política habitacional con representación de segmentos de la sociedad que pueden ser los consejos de las ciudades o de desarrollo urbano, constituir Fondos Públicos de Habitación de Interés Social, instituir e implementar planes de habitación que, en el caso de los Municipios, deben ser compatibilizados con los planes directores participativos.

.........................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................

Impactos de la Atención Prioritario para la Población de Baja  Renta

En el período de cinco años podemos constatar resultados positivos en favor de las poblaciones de baja renta. En el año 2003 los recursos del Gobierno Federal para atención habitacional  fueron de 33% para las personas con rango de renta superior a 5 salarios mínimos, 41%  con renta de 3 a 5 salarios mínimos y 26%  hasta 3 salarios mínimos. En este año fueron atendidas 260.907  personas  hasta el rango de renta de 5 salarios mínimos y 100.893 personas del  rango de renta de 0 a 3 salarios mínimos.

En los años siguientes  ocurre una inversión de la prioridad con relación a los  rangos de renta de la población. En el año 2006 los recursos del Gobierno Federal para atención habitacional fueron de 56 % para  rango de renta de hasta 3 salarios mínimos,  19% de 3 a 5 salarios mínimos y de  26% en el rango superior a  5 salarios mínimos. En este año  fueron atendidas 469.651 personas  hasta el rango de renta de 5 salarios mínimos y 352.218 personas del  rango de renta de 0 a 3 salarios mínimos.

En el año 2006 el Gobierno Federal destinó R$ 14.1 mil millones  a habitación, incluidas las inversiones privadas, bajo la responsabilidad de la Caixa Econômica Federal, suma 169% mayor que los 5.3 mil millones aplicados durante el año 2002. De las familias atendidas 75% tienen renta máxima de 5 salarios mínimos. El porcentual corresponde a más de 470 mil familias y supera en más del 200% las 168 mil atenciones hechas a esta camada de la población en el año 2002.

En el período de 2003 a 2007, fueron invertidos en habitación R$ 43,71 mil millones, destinados a la producción y adquisición de viviendas, urbanización de asentamientos precarios, adquisición de material de construcción, reforma y ampliación de unidades habitacionales, producción de lotes urbanizados y recalificación de inmuebles para uso habitacional, beneficiando más de 2.1 millones de familias. La concentración de atenciones en el rango de renta de hasta 5 salarios mínimos en este período  fue de un poco más del 70%.

.......................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................

2.2 El Programa “Papel Passado” (Escritura Firmada)

El cuadro de los asentamientos informales en las ciudades brasileñas  es bien complejo ante los diferentes tipos de  situaciones presentes tales como: villas de emergencia, loteamientos populares irregulares o ilegales, conjuntos habitacionales irregulares, conventillos, ocupaciones colectivas de tierras o inmuebles y edificios en áreas centrales no utilizados o  abandonados.

Teniendo como marco referencial el derecho a la ciudad para enfrentar este cuadro de los asentamientos informales  fue creado en el ámbito del Ministerio de las Ciudades el Programa Papel Passado (Escritura Firmada), con miras a apoyar estados, municipios, Distrito Federal, entidades de la administración pública indirecta, asociaciones civiles sin fines lucrativos y defensorías públicas en la promoción de la regularización catastral de asentamientos precarios.

La regularización catastral de interés social tiene la finalidad de proveer el derecho a la ciudad de forma colectiva a los habitantes de estos asentamientos y de proveer el derecho humano individual a la vivienda de estos, garantizando la seguridad de la tenencia 
, con igualdad y sin discriminación.
 

El Programa Papel Passado (Escritura Firmada) contempla las siguientes líneas de actuación: destinación de recursos del Gobierno Federal para acciones de regularización catastral, articulación con órganos y entidades del Gobierno Federal con miras a la regularización catastral en tierras e inmuebles bajo el dominio de la Unión, remoción de obstáculos jurídicos, legales y procesales e intermediación de conflictos catastrales urbanos, acciones de difusión y capacitación de los agentes públicos, privados y sociales promotores de regularización catastral.

Desde su creación en 2003 hasta el primer semestre de 2007, el Programa Papel Passado (Escritura Firmada) posibilitó un  conjunto de acciones de regularización catastral de interés social  en  trescientos  municipios. En estos Municipios existen  2.231 asentamientos informales con procesos de regularización catastral en curso, con miras a beneficiar un total de 1.374.410 familias. De ese total, 317.469 títulos fueron concedidos, siendo que 97.902 títulos de este total fueron registrados en notaría.

Una  iniciativa importante es el proceso en curso en el Congreso Brasileño de revisión de la legislación de parcelación del suelo,  con el objetivo de establecer normas especiales sobre la regularización catastral de interés social a los efectos de la constituir procedimientos e instrumentos específicos de regularización catastral, como por ejemplo la demarcación urbanística y legitimación de la tenencia.

Una realidad presente en las ciudades brasileñas que resulta en violaciones al derecho a la ciudad y que  comienza a ser enfrentada como un componente  de la política urbana son los conflictos catastrales urbanos. En razón de la necesidad de ser constituida una política nacional para tratar de este asunto, el Consejo de las Ciudades instituyó en 2006 un Grupo de Trabajo sobre Conflictos Catastrales Urbanos
, con los siguientes objetivos: a) subsidiar la construcción de una Política Nacional de Prevención y Mediación de Conflictos Urbanos; b) fortalecer las acciones de prevención por medio de los programas de regularización catastral y habitación de interés social. c) construir una metodología de mediación, mapeo e identificación de tipologías de los casos de conflictos catastrales urbanos. 

Este Grupo de Trabajo elaboró una Propuesta de Política Nacional de Prevención y Mediación de Conflictos Catastrales Urbanos que es objeto de discusión y análisis de la III Conferencia Nacional de las Ciudades que será realizada en el mes de noviembre de este año. En la propuesta formulada  esta política es dirigida hacia la protección del Estado brasileño al derecho a la ciudad y el derecho a la vivienda en las situaciones de conflictos catastrales urbanos
. 

Balance y Desafíos 

Pasos importantes han sido datos para el reconocimiento del derecho a la ciudad a los habitantes de los asentamientos informales urbanos  a través de la política nacional de regularización catastral. Considerando  que existen casi 2 millones de domicilios en villas de emergencia en las ciudades brasileñas, uno de los desafíos es de la articulación de esta política nacional con las  políticas urbanas en los Municipios y Estados que contemplen  acciones e instrumentos que posibiliten el  acceso  de la población de baja renta a la vivienda adecuada en áreas urbanas, conteniendo los componentes del derecho a la ciudad, tales como infraestructura, servicios públicos, espacios de recreación y cultura  y actividades económicas.

La perspectiva no es solamente transformar los actuales asentamientos informales urbanos en áreas dotadas de todos los componentes de una vivienda y vida urbana adecuada  a través de acciones conjuntas de urbanización y regularización catastral, sino también el crecimiento y la proliferación de asentamientos informales precarios.

2.3  - Programa de Aceleración del Crecimiento -PAC como soporte de las políticas de desarrollo urbano

Con el objetivo de materializar el derecho a la ciudad para las actuales y futuras generaciones el Gobierno Brasileño lanzó el Programa de Aceleración del Crecimiento – PAC, con un componente dirigido específicamente a la población urbana que vive en asentamientos informales (villas de emergencia y palafitos). 

Con relación a la infraestructura social y urbana las inversiones son destinadas de forma articulada para que los Estados y  Municipios realicen acciones de abastecimiento de agua y servicios cloacales, y la urbanización y regularización catastral de villas de emergencia. Para el año 2007 están previstas inversiones de 43.6 mil millones de reales, destinadas a los 27 estados y al Distrito Federal, en un total de 394 Municipios. Tuvieron prioridades en el PAC las 11 Regiones Metropolitanas, las capitales y las ciudades con más de 150 mil habitantes.

El PAC  se constituye así en una respuesta y un paso innovador de gran impacto destinado a revertir el cuadro de desigualdad social y territorial, a los efectos de hacer efectivo el derecho a la ciudad de los habitantes de estos asentamientos.

.......................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................

Por otro lado los demás emprendimientos financiados por el PAC, particularmente en las áreas de logística y energía, podrán crear  impactos en las ciudades provocando cambios en las formas de uso y ocupación del suelo urbano y en su precio, así como en la dinámica poblacional con el crecimiento de la población en ciudades con grandes proyectos de infraestructura, afectando las ciudades donde ocurren estos emprendimientos. En este sentido el PAC prevé también la articulación de estas inversiones con obras de infraestructura urbana y mejoría de servicios en estas ciudades.

2.4  Desafíos y Pasos para Promover el Derecho a la Ciudad en Brasil

Un paso fundamental es continuar implantando un Sistema Nacional de Desarrollo Urbano, con vistas a la articulación, integración y cooperación entre los entes federados con control social, a través de las Conferencias de las Ciudades y Consejos Gestores de las Políticas Urbanas y Fondos Públicos de Desarrollo Urbano que viabilicen soporte financiero para los programas de inversiones en las ciudades.  

Al mismo tiempo la Política Nacional de Desarrollo Urbano deberá asegurar la integración con otras políticas públicas de desarrollo económico y social y gestión ambiental. Por otro lado es necesario asegurar la complementariedad entre la ejecución del PAC y la planificación y la gestión de las ciudades, de manera que este pueda contribuir para consolidar el derecho a la ciudad en toda su plenitud. 

ANEXO

XVI  Asamblea General de Ministros y Autoridades Máximas de Habitación y de Urbanismo de América Latina y el Caribe 

XII  Foro Iberoamericano de Ministros y Autoridades Máximas del Sector de Habitación y   Desarrollo Urbano

Propuesta de Declaración: El Derecho a la Ciudad  como Respuesta Estratégica a la Exclusión Social y a la Segregación Espacial

Considerando,

Que la Asamblea General de Ministros y Autoridades Máximas de Habitación y de Urbanismo de América Latina y el Caribe (MINURVI) y el Foro Iberoamericano de Ministros y Autoridades Máximas del Sector de  Habitación y Desarrollo Urbano, son instancias primordiales para firmar compromisos en pro del desarrollo de ciudades justas, humanas, democráticas y sostenibles.

Que hay necesidad de dar seguimiento a los compromisos de los Gobiernos Nacionales para implementar  las Metas 10 y 11 de los Objetivos del Milenio, aprobados por las Naciones Unidas en el año 2000.

Que el derecho a la ciudad tiene como núcleo base el usufructo equitativo de la ciudad, comprendida como un espacio colectivo culturalmente rico y diversificado que pertenece a todos sus habitantes 

Que los principios  de sostenibilidad, democracia, equidad y justicia social, fundamentan el  derecho de todas las personas a una ciudad sin discriminación de género, edad, raza, condiciones de salud, renta, nacionalidad, etnia, condición migratoria, orientación política, religiosa o sexual, así como de preservar su memoria e identidad cultural.

Que el territorio  de las ciudades es el espacio y lugar del ejercicio  y cumplimiento del derecho a la ciudad como forma de asegurar la distribución y el disfrute equitativo, justo y sostenible de los recursos, riquezas, servicios, bienes y oportunidades que brindan las ciudades.

Que todas las personas tienen el derecho de encontrar en las ciudades las condiciones necesarias para su realización en los planos político, económico, cultural, social y ecológico, y el deber de solidariedad territorial en relación a las otras personas que conforman la población urbana. 

Que nuestras ciudades todavía están lejos de ofrecer condiciones y oportunidades equitativas a sus habitantes y que la población urbana en su mayoría todavía está privada o limitada de un estándar de vida urbana digna.

Que Gobiernos Nacionales y locales y diversos segmentos en nuestros países han desarrollado iniciativas en el campo de las políticas públicas, de acciones de solidariedad, de alianzas para enfrentar  el cuadro de desigualdad social y espacial  en nuestras ciudades.

Los  Ministros y Autoridades Máximas de Habitación y Desarrollo Urbano de los países participantes de este Encuentro

.....................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................

Acuerdan:

Tomar las medidas necesarias para elaborar y promover marcos legales urbanos nacionales que consagren el derecho a la ciudad como el inductor de las políticas urbanas dirigidas al desarrollo de ciudades justas, humanas, democráticas y sostenibles;

Constituir un Grupo de Trabajo para sistematizar y diseminar instrumentos  legales, políticas de desarrollo urbano, acciones,  programas y proyectos nacionales y locales,  dirigidos al reconocimiento, protección e implementación del derecho a la ciudad  así como acciones estratégicas para revertir el cuadro de desigualdad social y territorial de nuestras ciudades;

Someter a la consideración de los Jefes de Estado y de Gobierno de la Cúpula de países Iberoamericanos que adopten y reconozcan el derecho a la ciudad como sustentáculo institucional y legal de las políticas urbanas destinadas al desarrollo de ciudades justas, humanas, democráticas y sostenibles, y como medida estratégica para combatir la desigualdad social y territorial de nuestras ciudades.




























�	Este  panorama  contó con la colaboración de  Leticia Marques Osório   que coordinó el estudio Derecho a la Tierra  y Género en América Latina,  para  el  Sector de Tierra y Tenencia del Programa de las Naciones Unidas para Asentamientos Humanos – UN Hábitat  Este  estudio contó con la colaboración de Marina Comandulli Eugenia Zamora, Felicia Ramirez, y Carla Morales y la Supervisión de  Marjolein Benschop..........................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................


�	Por ejemplo, en los países de América Latina donde la concentración de tierra era alta, tales como Colombia y Costa Rica, el “boom” del café  en el siglo 19 acabó agravando las desigualdades, mientras que en países con concentraciones menores, como, por ejemplo, Guatemala y El Salvador,  este mismo ´´boom`` contribuyó al surgimiento del  pequeño productor / propietario. Banco Mundial  (2003)....................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................... 
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�	 Se estima que existan 150 millones de personas de ascendencia africana en la región, residiendo principalmente en Brasil (50%), Colombia (20%), Venezuela (10%) y en la región del Caribe (16%). Bello, et al (2002).


�	 Centro de las Naciones Unidas para los Asentamientos Humanos (Hábitat) (2001:7).


�	 Eclad. (2000:21)............................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................... 


�	 Fuente: Estado de la Población Mundial 2007. Fondo de Población de las Naciones Unidas (UNFPA)


�	 Benasaya, G. et al. (1992:276). 


�	 Clichevsky, N. (2000 :12)............................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................... 


�	 UN-HABITAT (2001:197). 


�	 Clichevsky, N. (2002). 


�	 Según Ward, P. (1998) el mercado de tierra es segmentado y no separado, no obstante puede ser considerado segmentado en términos de acceso, maneras de desarrollo y adquisición, costo y posibilidad de compra. .......................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................


�	 Souza, M. (2003).


�	 El proceso de modernización rural comenzó en algunos países en los años 40, pero los resultados solo pueden ser observados a partir de los años 70 cuando la población urbana superó cuantitativamente a la población rural.


�	 Los proyectos públicos de vivienda para la población de baja renta fueron mal construidos, inaccesibles económicamente, y desprovistos de servicios e infraestructura pública. De la misma forma fueron construidos en áreas periféricas de las mayores ciudades, lejos de los empleos. Cuando finalmente  la infraestructura pública fue extendida a estos nuevos suburbios, este proceso acaba por aumentar el valor de las tierras vacías alrededor de los nuevos asentamientos, beneficiando a los especuladores inmobiliarios y perjudicando a la población de la vecindad y a los contribuyentes, que, al final, pagaron por las obras.


�	 El resultado fue un paisaje dividido entre una ciudad formal, con sus edificios y construcciones de acuerdo con las normas aprobadas, y una cidade informal, la de las casas de los pobres, privada del derecho igualitario al uso de los bienes, oportunidades y servicios  de la ciudad. La ilegalidad urbana, por lo tanto, es un subproducto de la reglamentación tradicional y de la violencia infringida a los derechos a la tierra y a la vivienda. .......................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................... 


�	  Segundo Milton Santos, la  separación espacial entre ricos y pobre en América Latina es espontánea (y no voluntaria como en África) y es el resultado de la interacción de una serie de factores que tienden a unificar los ricos en una parte de la ciudad y los pobres en otra. SANTOS, Milton. Ensayos sobre la urbanización Latinoamericana, São Paulo: Hucitec, 1982, p. 46. No obstante, aunque la separación ocurra de forma espontánea, los gobiernos de América Latina frecuentemente promueven el desplazamiento de los asentamientos irregulares hacia las periferias distantes de las ciudades.


�	 CEPAL et al (2001:17). 


�	 UN-HABITAT (2001:28). 


�	Déficit Habitacional de Brasil es un estudio realizado por la Fundación João Pinheiro con datos del Estudio Nacional por Muestra de Domicilios (PNAD) de 2005, desarrollado por el IBGE.


�	 El  Salario mínimo  es  de U$ 246.36.23   


�	Materia Especial Planeta Favela, Carta Capital en la Escuela, edición junio-julio 2006, página 37.


�	Para mayores informaciones: Unesco  Programme Specialist, Social Sciences Research and Policy Brigtte Colin e-mail :  � HYPERLINK "mailto:b.colin@unesco.org"��b.colin@unesco.org�


	UN Habitat Director of UN Habitat Liailson Office wit EU and Belgium.Paul Tailor. Shipra Narang e-mail:shipra.narang@unhabitat.org


�	 La propuesta popular de enmienda al proyecto de Constitución, enmienda sobre reforma urbana, subscrita por 131.000 electores, fue presentada por la Articulación Nacional del Suelo Urbano - ANSUR, Movimiento de Defensa del Habitante de Villas de Emergencia - MDF, Federación 0acional de los Arquitectos - FNA, Federación Nacional de los Ingenieros - FNE, Coordinación Nacional de los Mutuarios e Instituto de los Arquitectos de Brasil - IAB. Fuente: Anales de la Constituyente, Senado Federal, 1988.





�	Ver Medida Provisoria n° 2220/2001 y Decreto n°  5.790 de 25 de mayo de 2006


�	  Incluyendo el Distrito Federal y el Distrito Estatal de Fernando de Noronha.


�	Resolución 15 del CONCIDADES, de 03 de septiembre de 2004


�	Durante la Campaña fueron distribuidos treinta  mil ejemplares de la  “Guía Plan Director Participativo” y doce mil kits de las Ciudades.


�	 Fuentes de Recursos: FGTS, Subsidio del FGTS,FAR,FDS,PSH,OGU,FAT,Caixa Econômica Federal.


�	 La Campaña de las Naciones Unidas por la Seguridad de la Tenencia declara “la seguridad de la tenencia deriva de una variedad de normas que regulan el acceso y el uso de la tierra y de la propiedad, y del hecho que este es un derecho justiciable. La tenencia puede ser afectada por una variedad de formas, dependiendo de la estructura constitucional y legal, de las normas sociales, de los valores culturales y, de alguna manera, de la preferencia individual. En resumen, una persona o familia tendrá la seguridad de la tenencia cuando esté protegida contra la remoción involuntaria de sus tierras o casas, excepto en circunstancias excepcionales, y solamente por los medios de un conocido y acordado procedimiento legal, el cual debe ser objetivo, equitativamente aplicable, contestable e independiente. Estas circunstancias excepcionales deben incluir situaciones en que la seguridad física de la vida y de la propiedad estuviera amenazada, o cuando las personas a ser desalojadas hayan ocupado la propiedad mediante fuerza o intimidación” UNCHS, (1999ª)..............................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................................


�	 De acuerdo con el Artículo 2(2) del PIDESC. 


�	Resolución Administrativa n° 01 del Consejo de las Ciudades aprobada el día 30 de agosto de 2006.


�	En la propuesta  los conflictos catastrales urbanos son comprendidos como la disputa colectiva por la tenencia o propiedad de inmueble urbano, que involucra familias de baja renta que demandan la protección del Estado en la garantía del derecho a la vivienda y a la ciudad.





